Sentencia de tutela – 2ª instancia N° 013
Radicación:  660013187004 2022 00074-01
Accionante: María Clara Millán Gaviria
Confirma

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / RECONOCIMIENTO DE RETROACTIVO PENSIONAL / IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / DEBE ACUDIRSE A LOS MEDIOS ORDINARIOS DE DEFENSA / LA TARDANZA JUDICIAL JUSTIFICADA NO ES REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD.
De acuerdo con lo informado por el accionante, se aprecia que su pretensión en esta acción de tutela consiste en que se ordene a COLPENSIONES dejar sin efecto el acto administrativo que negó el reconocimiento y pago de una liquidación pensional, y en su defecto se emita una resolución que conceda tal petición.
… no es dable al juez constitucional inmiscuirse en ese terreno planteado por la accionante, por cuanto la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judicial, salvo que se use como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable…
Acerca de este particular tema, la Corte Constitucional ha sostenido: 

“… Sobre el carácter subsidiario de la acción, la Corte ha señalado que “permite reconocer la validez y viabilidad de los medios y recursos ordinarios de protección judicial, como dispositivos legítimos y prevalentes para la salvaguarda de los derechos”. Es ese reconocimiento el que obliga a los asociados a incoar los recursos jurisdiccionales con los que cuenten para conjurar la situación que estimen lesiva de sus derechos…”
Se deduce de lo anterior, que si la parte afectada no ejerce las acciones legales pertinentes o no utiliza los recursos establecidos en el ordenamiento jurídico para salvaguardar sus derechos presuntamente amenazados o vulnerados, la tutela no tiene la virtualidad de revivir los términos vencidos ni se convierte en un recurso adicional o supletorio de las instancias previstas en cada jurisdicción.
… es inaceptable que se considere ineficaz la jurisdicción ordinaria laboral, toda vez que es precisamente ese medio judicial el que cuenta con los términos legales para dirimir el conflicto propuesto, y la mora que persiste en algunos procesos judiciales no puede considerarse como un presupuesto de procedibilidad, porque de ser así sería aceptar que la acción de tutela debe desplazar la justicia ordinaria en muchos de los asuntos que por términos en su procedimiento o por represamiento en despachos judiciales no pueden resolverse en un tiempo razonable…
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Acta de Aprobación N° 098
Hora: 10:30 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la señora María Clara Millán Gaviria, frente al fallo proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, con ocasión de la acción de tutela impetrada contra COLPENSIONES.
2.- DEMANDA 

Lo narrado en el escrito de tutela por la accionante, se puede concretar así: (i) mediante trámite de tutela la señora MARÍA MILLÁN pudo acceder a la pensión de vejez, la cual fue reconocida en noviembre de 2021; (ii) en enero 07 de 2022 presentó derecho de petición en el cual solicitó el pago y reconocimiento del retroactivo pensional correspondiente al mes de noviembre de 2020 y la mesada adicional del mes de diciembre del mismo año; y (iii) mediante Resolución SUB-194888 de julio 25 de 2022 COLPENSIONES le negó la reliquidación de la pensión, decisión que fue apelada, pero la entidad mediante Resolución SUB-286137 de octubre 14 de 2022 confirmó la determinación.
Pide la protección de sus derechos fundamentales a la igualdad, seguridad social y vida digna, y que en consecuencia se ordene a la AFP revocar las resoluciones, y que emita un nuevo acto administrativo en el cual reconozca las mesadas pensionales retroactivas. 
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- En diciembre 26 de 2022 fue admitida la acción de tutela contra COLPENSIONES, y el juzgado de instancia dispuso correr traslado a la entidad, la cual se pronunció por intermedio de su directora de acciones constitucionales, así:

La solicitud de la accionante ha sido resuelta mediante actos administrativos SUB-194888 de julio 25 y SUB-286137 de octubre 14 de 2022, en los cuales se le negó a la accionante la reliquidación de la pensión de vejez. Por tanto, solicitó se declare la improcedencia de la acción de tutela, toda vez que no es el mecanismo idóneo, y le corresponde a la señora MARÍA MILLÁN agotar los procedimientos judiciales dispuestos para tal fin. 
3.2.- Dentro del plazo constitucional, la juez a quo mediante sentencia de enero 03 de 2023 declaró improcedente la acción de tutela, por cuanto no es el mecanismo judicial para reclamar el pago de prestaciones económicas. Si bien, se ha reconocido que la protección constitucional es procedente de manera excepcional, ello es así, siempre que se evidencie la afectación grave al mínimo vital; empero, en este caso, no ocurre tal circunstancia, como quiera que la accionante actualmente recibe su pensión, lo que advierte que su subsistencia se encuentra garantizada. Adicionalmente, no se configura un perjuicio irremediable, entendido éste como una amenaza inminente, grave, urgente e impostergable, que amerite la intervención del juez de tutela. 
En ese orden de ideas, la accionante cuenta con otro medio de defensa judicial, en este caso la jurisdicción ordinaria laboral, en el cual se llevará el estudio minucioso del su caso, para determinarse cuál de las partes tiene la razón. 

4.- IMPUGNACIÓN

El accionante se mostró inconforme con lo resuelto, y solicitó que el Tribunal revoque la sentencia de primera instancia y en su lugar se acceda a las pretensiones incoadas en la demanda, a cuyo efecto argumentó:
Acudir a otros medios como la jurisdicción ordinaria laboral es un proceso costoso y demorado, y no está a su alcance, en atención a que recibe una mesada pensional con la que cubre sus necesidades básicas primarias. El pago que reclama por esta vía constitucional le ayudará a subsanar parte de los gastos de su subsistencia. 
La intervención del juez de tutela es necesaria con el fin de evitar la afectación de garantías fundamentales como la seguridad social e igualdad. 

La juez no tuvo en consideración la pretensión específica de pago y reconocimiento de dos mesadas pensionales retroactivas, las cuales surgieron de derechos adquiridos. 

La a quo no analizó puntualmente y en detalle la procedibilidad de la acción de tutela, por lo que con su decisión se inadmitieron sus derechos fundamentales. 

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), según las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591/91.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto declaró improcedente la acción de tutela interpuesta por la señora MARÍA CLARA MILLÁN GAVIRIA. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, modificándola o revocándola, como lo pide la recurrente. 

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De acuerdo con lo informado por el accionante, se aprecia que su pretensión en esta acción de tutela consiste en que se ordene a COLPENSIONES dejar sin efecto el acto administrativo que negó el reconocimiento y pago de una liquidación pensional, y en su defecto se emita una resolución que conceda tal petición.   
Sea lo primero decir, que no es dable al juez constitucional inmiscuirse en ese terreno planteado por la accionante, por cuanto la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judicial, salvo que se use como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que la acción constitucional es excepcional y no puede utilizarse para evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley, ni presentarse de forma concurrente. 
Acerca de este particular tema, la Corte Constitucional ha sostenido: 

“12. El principio de subsidiariedad, conforme al artículo 86 de la Constitución, implica que la acción de tutela solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Sobre el carácter subsidiario de la acción, la Corte ha señalado que “permite reconocer la validez y viabilidad de los medios y recursos ordinarios de protección judicial, como dispositivos legítimos y prevalentes para la salvaguarda de los derechos”. Es ese reconocimiento el que obliga a los asociados a incoar los recursos jurisdiccionales con los que cuenten para conjurar la situación que estimen lesiva de sus derechos.
 

En otras palabras, las personas deben hacer uso de todos los recursos ordinarios y extraordinarios que el sistema judicial ha dispuesto para conjurar la situación que amenaza o lesiona sus derechos, de tal manera que se impida el uso indebido de este mecanismo constitucional como vía preferente o instancia judicial adicional de protección.

 
13. No obstante, como ha sido reiterado por la jurisprudencia constitucional, el presupuesto de subsidiariedad que rige la acción de tutela, debe analizarse en cada caso concreto. Por ende, en aquellos eventos en que existan otros medios de defensa judicial, esta Corporación ha determinado que existen dos excepciones que justifican su procedibilidad:
 
(i) cuando el medio de defensa judicial dispuesto por la ley para resolver las controversias no es idóneo y eficaz conforme a las especiales circunstancias del caso estudiado, procede el amparo como mecanismo definitivo; y,
 
(ii) cuando, pese a existir un medio de defensa judicial idóneo, éste no impide la ocurrencia de un perjuicio irremediable, caso en el cual la acción de tutela procede como mecanismo transitorio. ”
 
Se deduce de lo anterior, que si la parte afectada no ejerce las acciones legales pertinentes o no utiliza los recursos establecidos en el ordenamiento jurídico para salvaguardar sus derechos presuntamente amenazados o vulnerados, la tutela no tiene la virtualidad de revivir los términos vencidos ni se convierte en un recurso adicional o supletorio de las instancias previstas en cada jurisdicción. 

Para el asunto en ciernes, si bien la señora MARÍA MILLÁN expresa que el medio judicial ordinario es costoso y demorado, y que, además, requiere el pago de ese retroactivo para poder subsistir, esas dos circunstancias por sí solas no pueden tomarse como una razón suficiente para acreditar un perjuicio irremediable, ni tampoco se puede considerar acreditado tal perjuicio con la manifestación de que la reliquidación pensional le ayudará a subsanar sus necesidades básicas, pues no se probó al menos sumariamente de qué manera se está afectando su mínimo vital. 
Adicionalmente, es inaceptable que se considere ineficaz la jurisdicción ordinaria laboral, toda vez que es precisamente ese medio judicial el que cuenta con los términos legales para dirimir el conflicto propuesto, y la mora que persiste en algunos procesos judiciales no puede considerarse como un presupuesto de procedibilidad, porque de ser así sería aceptar que la acción de tutela debe desplazar la justicia ordinaria en muchos de los asuntos que por términos en su procedimiento o por represamiento en despachos judiciales no pueden resolverse en un tiempo razonable, cuando la ley ya ha establecido un procedimiento específico para casos como el que aquí se discute. 

Así las cosas, el concurrir ante un juez constitucional dentro de un procedimiento perentorio, residual y subsidiario para que se dé solución a un conflicto que requiere ser debatido ante la justicia ordinaria, da lugar a asegurar que en el presente asunto lo que corresponde decretar es la improcedencia de la acción, ya que con la misma se busca dejar de lado los mecanismos judiciales legalmente establecidos, que por supuesto deben prevalecer. 

Por lo anterior, al considerarse que la sentencia proferida en enero 03 de 2022 por el Juzgado Cuarto penal del Circuito se encuentra ajustada a derecho, se le dará cabal confirmación.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida en enero 03 de 2023 por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, donde es accionante la señora MARÍA CLARA MILLÁN GAVIRIA y accionada COLPENSIONES. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

CARLOS ARTURO PAZ ZÚÑIGA

Magistrado 

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado 

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
� Sentencia T-375/18
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